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In re:

Armando F.

EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

Pietri Torres CP-2013-9

PER CURIAM
En San Juan, Puerto Rico, a 6 de agosto de 2014.

En esta ocasidén, nos vemos precisados a
ejercer nuestra facultad disciplinaria contra un
miembro de la profesidén por violar el deber de
diligencia que establece el Canon 18 del Cdbédigo de
Etica Profesional, 4 L.P.R.A. Ap. IX, C. 18. Por
los fundamentos que a continuacién enunciamos,
amonestamos al Lcdo. Armando F. Pietri Torres.

Para la atencidén de la querella ética que nos
ocupa, veamos los antecedentes féacticos que se
desprenden del Informe del Comisionado Especial vy

del legajo del caso.
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I

El Lcdo. Armando F. Pietri Torres (licenciado Pietri
Torres o el querellado) fue admitido al ejercicio de la
abogacia el 26 de junio de 1996. E1 13 de octubre de 2011,
el Sr. Crisdstomo Santana Caraballo (sefior Santana
Caraballo o el querellante) presentd una queja (AB-2011-
344) ante el Tribunal Supremo contra el licenciado Pietri
Torres. La misma tiene su génesis luego de que el sefior
Santana Caraballo contratara los servicios legales del
querellado y de la Lcda. Wanda I. Marin Lugo (licenciada
Marin Lugo). Ello, para gque lo representaran en una
apelacién de su expulsidén del Cuerpo de la Policia
pendiente ante la Comisidén de Investigacidédn, Procesamiento
y Apelacidén (CIPA).

Asi las cosas, el 18 de enero de 2011 y notificada el
28 de marzo de 2011, 1la CIPA emitié una Resolucidn
mediante la cual confirmé la expulsidn del querellante del
Cuerpo de 1la Policia de Puerto Rico. En la referida
Resolucién, la CIPA le notificdé al sefior Santana Caraballo
que tenia el derecho de presentar un recurso de revisidn
ante el Tribunal de Apelaciones dentro del término
jurisdiccional de 30 dias contados a partir de 1la
notificacién de la resolucidén final. ©No obstante, el
querellado presentd el recurso de revisidn Jjudicial ante
el Tribunal de Apelaciones 31 dias después de archivada en
autos la copia de la notificacidén de la resolucidén final

de la CIPA.
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En ese escenario, el 15 de julio de 2011 el Tribunal
de Apelaciones emitié una Sentencia' en la que desestimé el
recurso de revisién Judicial. Concluybd, gque el mismo
sufria del insubsanable defecto de falta de Jjurisdiccidn
por presentarse tardiamente. La licenciada Marin Lugo
notificé al querellante de la sentencia del foro apelativo
intermedio. Asimismo, le orientdé sobre su derecho de
presentar un recurso de certiorari ante el Tribunal
Supremo. Empero, el querellante expresd que no interesaba
solicitar tal revisién. Por tal razdén, le fue entregado el
expediente de su caso.

El 13 de octubre de 2011, el sefior Santana Caraballo
presentdé por derecho propio ante el Tribunal Supremo un
recurso de <certiorari para revisar la decisidén del
Tribunal de Apelaciones. Alegd como primer y Unico error
que:

Erré el Tribunal de Apelaciones al no tomar en

consideracidén el escrito de recurso de revisidn

de decisidén administrativa por ser tardio, aun

cuando el peticionario desconocia que el mismo

se habia radicado tardiamente por su abogado,

Lcdo. Armando Felipe Pietri Torres.

En esa misma fecha, el sefior Santana Caraballo
presentdé la referida queja AB-2011-344. En lo que respecta
al auto de certiorari solicitado, el 27 de enero de 2012
emitimos una Resolucidén en la que declaramos no ha lugar

el mismo por falta de Jjurisdiccidédn. Respecto a la queja

presentada, el licenciado Pietri Torres sometid

1 KLRA2011-00393.
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oportunamente su contestacidén a la misma. En sintesis,
expuso gque no actudé de manera antiética en la tramitaciodn
del caso del sefior Santana Caraballo, pues fue diligente
en todo momento y mantuvo a su cliente informado. Ese
mismo dia, la licenciada Marin Lugo solicitd intervenir en
el caso por haber representado al sefior Santana Caraballo
junto al querellado en los procedimientos ante la CIPA vy
el Tribunal de Apelaciones.

Asi las cosas, el 6 de diciembre de 2011, sometimos
copia de la queja y de la contestacidén presentada a la
Oficina del Procurador General para investigacidén e
informe. E1 4 de septiembre de 2012, el Procurador General
nos presentdé su informe. En el mismo, concluydé que el
licenciado Pietri Torres infringié el deber de diligencia
contenido en el Canon 18 del Cédigo de Etica Profesional,
supra.

Luego de evaluar el Informe del Procurador General vy
la Mocidén expresdndose sobre informe, el 25 de enero de
2013, emitimos una resolucidén ordenando la presentacidn de
la querella. En vista de ello, el 7 de marzo de 2013, la
Procuradora General presentd la Querella Num. CP 2013-9.
En la misma, le imputd al querellado el siguiente cargo:

El licenciado Armando F. Pietri Torres faltd a

los deberes de diligencia % competgncia

contemplados en el Canon 18 de Ftica

Profesional, supra, al no defender adecuadamente

los intereses de su cliente Crisdéstomo Santana

Caraballo, y radicar tardiamente ante el

Tribunal de Apelaciones el recurso de revisidn

que se le habia encomendado, ocasionando que

dicho foro se declarara sin Jurisdiccidén vy
desestimara el recurso.
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El 16 de abril de 2013, el licenciado Pietri Torres
presentd su contestacidédn al cargo imputado. En la misma,
solicité al Tribunal que se archivara la querella, pues
entendia que fue diligente durante la tramitacidén del caso
del sefior Santana Caraballo. Vista la Querella presentada
por la Oficina del Procurador General y la Contestacidn a
querella por conducta profesional presentada por el
querellado, el 29 de octubre de 2013 nombramos al Hon.
Carlos Davila Vélez, ex Juez del Tribunal de Primera
Instancia, para dque, en presencia de las partes y en
calidad de Comisionado Especial, recibiera la prueba y nos
rindiera un informe con las determinaciones de hechos vy
recomendaciones que estimara pertinentes.

El 16 de diciembre de 2013, las partes presentaron el
Informe sobre conferencia preliminar entre abogados. Ese
mismo dia, se celebrdé la Vista Inicial del caso. En la
misma, el Comisionado informdé que la parte querellada
radicdé una Mocidn Urgente solicitando un término adicional
para presentar varias declaraciones juradas de personas de
la comunidad que acreditarian su buena reputacién.? Ademés,
el querellado informdé que una de las ©personas gue
prestaria declaracidén jurada se encontraba en sala. Ante

ello, se llamé al testigo, Sr. Federico Rentas Rodriguez.

2 El1 5 de diciembre de 2013, la Lcda. Rosemary Borges Capd suscribid
una carta sobre la reputacidédn del querellado. Empero, la misma no pudo
ser Jjuramentada, por lo que se marcd como evidencia ofrecida y no
admitida. De otra parte, el 28 de enero de 2014, el Lcdo. Drianfel E.
Vazquez Torres presentd una declaracidén jurada en la que expresd que
conoce al querellado en el ambito personal y profesional. Ademés,
sefiald que el licenciado Pietri Torres es una persona responsable vy
comprometida con su profesidn.
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Este fue interrogado por el querellado vy por 1la
Procuradora General Auxiliar, la Lcda. Minnie H. Rodriguez
Loépez.

El 27 de enero de 2014, el querellado presentd su
Argumentacion final. En la misma, aceptd que presentd el
recurso de revisidén tardiamente ante el Tribunal de
Apelaciones. Empero, sefald que existia una controversia
en cuanto a la fecha de la notificacidén y del recibo del
escrito del recurso de revisién.® Ademds, expresd que le
notificé inmediatamente al gquerellante del recibo de 1la
Resolucidén y que este no quiso continuar con el caso.

Finalmente, el 13 de febrero de 2014 el Hon. Carlos
Davila Vélez nos presentd su Informe. En esencia, nos
invité a concluir que el querellado violé el deber de
diligencia del Canon 18, supra, al presentar tardiamente
el recurso de revisidédn judicial que le fue encomendado por
el querellante. Ademéds, nos aconsejé que, considerada la
totalidad de 1las circunstancias, limitemos la sancidén a
una amonestacién y a que se le ordene devolver al
querellante la cantidad de $250 pagados por éste para la
presentacidén del recurso de revisidédn judicial.

El 16 de abril de 2014, el querellado nos presentd
una Mocidén en cumplimiento de orden. En la misma, sefiald

que, conforme a la recomendacidédn del Comisionado Especial,

5 E1 18 de mayo de 2011, el Tribunal de Apelaciones le ordendé al
recurrente someter copia del sobre con el matasello del correo,
acreditando que la Resolucidén de la CIPA fue notificada el 30 de marzo
de 2011. E1 29 de junio de 2011, el querellado presentd en el Tribunal
de Apelaciones una mocidén en cumplimiento a esa orden. Sometid el
sobre con el matasello del correo con la fecha del 28 de marzo de
2011.
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envié al sefior Santana Caraballo un giro postal por la
cantidad de $250.

Examinado el marco factico qgque antecede, pasemos a
exponer el estado de derecho aplicable a la situacidn ante
nuestra consideracidn.

IT

Como menciondramos, la querella presentada por 1la
Oficina del Procurador General 1le imputd al licenciado
Pietri Torres violacién al Canon 18 de Etica Profesional,
supra, al no ser diligente en la tramitacidén del caso de
su cliente.

El Canon 18 del Cédigo de Etica Profesional, supra,
establece que:

Seréa impropio de un abogado asumir una

representacién profesional cuando esté

consciente de que no puede rendir wuna labor
idébnea competente y que no puede prepararse

adecuadamente sin que ello apareje gastos o

demoras irrazonables a su cliente o a la

administracién de la Jjusticia. Es deber del
abogado defender 1los intereses del <cliente
diligentemente, desplegando en cada caso su mas
profundo saber y habilidad y actuando en aquella
forma que 1la profesién Juridica en general
estima adecuada y responsable. (Enfasis
nuestro) .
El referido precepto ético recoge el deber de

diligencia de todo abogado en la atencién de los asuntos

de sus clientes. In re Zayas Nieves, 181 D.P.R. 49, 54

(2011). Este deber impone al abogado 1la obligacidén de
desempefiarse de forma capaz y diligente cuando se
encuentra inmerso en un asunto que conlleva defender los

intereses de su cliente. Id. El1 deber de diligencia
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constituye una obligacidén basica y elemental del abogado

hacia su cliente. In re Davila Toro, 179 D.P.R. 833, 842

(2010) .

En ese contexto, hemos expresado que un abogado falta
a su deber de diligencia cuando no realiza las gestiones
que le fueron encomendadas en el momento oportuno, de la

forma adecuada y sin retrasos. In re Reyes Coreano, 2014

T.S.P.R. 51, pag. 12 (2014). Asimismo, hemos sefialado
reiteradamente que el deber de diligencia profesional es
incompatible con la desidia, la despreocupacién vy 1la

displicencia en el trédmite de un <caso. In re Reyes

Coreano, supra, pag. 13. Hay conductas especificas que

contravienen los principios del Canon 18, supra. Entre

estas conductas se encuentran: (1) no comparecer a los
seflalamientos del tribunal; (2) no contestar los
interrogatorios sometidos; (3) no informar a las partes
sobre la presentacién de un perito; (4) desatender o
abandonar el caso; (5) permitir que expire el término

prescriptivo o jurisdiccional de una acciébén; (6) cualquier
tipo de accién negligente que pueda conllevar o, en
efecto, resulte en la desestimacién o el archivo del

caso. In re Plaud Gonzalez, 181 D.P.R. 874, 886-887

(2011); In re Vilches Lépez, 170 D.P.R. 793, 798 (2007).

Asimismo, anteriormente, este Tribunal ha sefialado
que “aquella actuacidén negligente que pueda conllevar o en
efecto conlleve, la desestimacién o archivo de un caso, se

configura violatoria del Canon 18 de los Cénones de Etica
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Profesional”. In re Diaz Nieves, 189 D.P.R. 1000, 1011-

1012 (2013); In re Nieves Nieves, 181 D.P.R. 25, 37

(2011) .

Expuesto el marco ético, pasemos a discutir si el
licenciado Pietri Torres infringidé las disposiciones del
Canon 18, supra.

ITT

Como explicamos en detalle, contra el licenciado
Pietri Torres se presentd una queja ante este Tribunal por
acudir en revisién ante el Tribunal de Apelaciones fuera
del término jurisdiccional. De hecho, en su Argumentaciodn
final, el querellado aceptd que presentd tardiamente el
recurso de revisién ante el foro apelativo intermedio. No
obstante, explicdé gque hubo controversia respecto a la
fecha de 1la notificacién vy del recibo del referido
recurso. También sostuvo que notificd inmediatamente a su
cliente del recibo de 1la Resolucidén, pero que éste
desistid del caso. Por ello, como explicamos
anteriormente, el Comisionado Especial nos sugiridé limitar
la sancién a una amonestacidén y a ordenarle devolver al
cliente los $250 que éste le pagd para acudir ante el
Tribunal de Apelaciones. Seguin surge del expediente, el
letrado ya devolvidé al querellante la cantidad mencionada.

Ahora bien, a pesar de tal devolucidén, no hay duda de
que el querellado incumplié con el deber gque impone el
Canon 18 del Cbédigo de Etica Profesional, supra, al

presentar el recurso de revisidédn Judicial expirado el
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término Jjurisdiccional. Esta conducta denota falta de
diligencia al tramitar la causa de accién de su cliente,
lo cual ocasiond que el Tribunal de Apelaciones
desestimara la accidén del sefior Santana Caraballo por esta
adolecer del insubsanable defecto de falta de
jurisdiccién. En ese escenario, el licenciado Pietri
Torres incumplidé con su deber ineludible de proteger 1los
intereses de su cliente desde que asumid su
representacién. Al asi hacerlo, viold el Canon 18, supra.

Consecuentemente, considerada la totalidad de 1las
circunstancias, acogemos la recomendacidédn del Comisionado
Especial y limitamos su sancidén a una amonestacidén. De
esta manera, reafirmamos que actuaciones de esta
naturaleza no serdn toleradas por este Tribunal.

Iv

Por 1los fundamentos que anteceden, limitamos 1la
sancién del Lcdo. Armando F. Pietri Torres a una
amonestacién por violar el Canon 18 del Cédigo de Etica
Profesional, supra. Le apercibimos que de incurrir en
conducta impropia en el futuro, podrd ser sancionado de
forma més severa, incluyendo la suspensién indefinida del
ejercicio de la abogacia. Le advertimos, ademéds, que
deberd ser méds cuidadoso con el ejercicio profesional que
desempefia y cefiirse estrictamente a los preceptos que rige
el Cédigo de Etica Profesional, supra.

Se dictaréd sentencia de conformidad.
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In re:

CpP-2013-9
Armando F. Pietri Torres

SENTENCIA

En San Juan, Puerto Rico, a 6 de agosto de 2014

Por los fundamentos expuestos en la Opinidn
Per Curiam dque antecede, la cual se hace formar
parte de la presente Sentencia, amonestamos al
Lcdo. Armando F. Pietri Torres y le apercibimos que
en el futuro se abstenga de incurrir en conducta
que lesione los estéandares éticos de la profesidn
de la abogacia.

Notifiquese personalmente.

Lo pronuncidé y manda el Tribunal y certifica
la Secretaria del Tribunal Supremo. La Jueza
Asociada sefiora Rodriguez Rodriguez concurre sin
opinidén escrita. E1 Juez Asociado sefior Kolthoff
Caraballo no intervino.

Aida Ileana Ogquendo Graulau
Secretaria del Tribunal Supremo



